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Artículo 4. Normas de calamento.

a) Solamente podrá efectuarse un lance por día, no
pudiendo permanecer los artes calados por la noche.

b) Las betillas deberán ser retiradas de su calamento
durante cuarenta y ocho horas continuadas por semana
y transportadas a puerto.

Artículo 5. Infracciones y sanciones.

El incumplimiento de lo dispuesto en la presente
Orden se sancionará, en su caso, conforme a lo previsto
en la Ley 14/1998, de 1 de junio, por la que se establece
el régimen de control para protección de los recursos
pesqueros y demás disposiciones concordantes.

Disposición adicional.

En todo lo no previsto en la presente Orden se aplicará
el Real Decreto 1683/1997, de 7 de noviembre, por
el que se regula la pesca con artes menores en el Cala-
dero Nacional del Cantábrico y Noroeste.

Disposición final primera. Desarrollo.

Por el Secretario general de Pesca Marítima, en el
ámbito de sus atribuciones, se dictarán las Resoluciones
necesarias y se adoptarán las medidas precisas para el
cumplimiento y aplicación de lo dispuesto en la presente
Orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 2 de marzo de 1999.

DE PALACIO DEL VALLE-LERSUNDI

Ilmos. Sres. Secretario general de Pesca Marítima, Direc-
tor general de Recursos Pesqueros y Director general
de Estructuras y Mercados Pesqueros

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE LA REGIÓN DE MURCIA

5849 LEY 7/1998, de 4 de diciembre, de modi-
ficación de la Ley 3/1990, de Hacienda de
la Región de Murcia, y de adecuación de deter-
minadas disposiciones tributarias a la norma-
tiva estatal.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de
Murcia, que la Asamblea Regional ha aprobado la
Ley 7/1998, de 4 de diciembre, de modificación de la
Ley 3/1990, de Hacienda de la Región de Murcia, y
de adecuación de determinadas disposiciones tributarias
a la normativa estatal.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30.dos del
Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo
y ordeno la publicación de la siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La presente Ley introduce determinadas modificacio-
nes a la Ley 3/1990, de Hacienda de la Región de Mur-
cia, así como a las Leyes 7/1997, de Tasas, Precios
Públicos y Contribuciones Especiales, y 13/1997, de
Medidas Fiscales, Presupuestarias y Administrativas, con
el propósito, fundamentalmente, de adecuar determina-
das disposiciones regionales a la correspondiente nor-
mativa estatal.

Así, con la finalidad de adecuar nuestra normativa
regional a la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos
y Garantías de los Contribuyentes, se reducen los plazos
de prescripción del derecho de la Administración a deter-
minar la deuda tributaria mediante la oportuna liquida-
ción, así como de la acción para exigir el pago de las
deudas tributarias ya liquidadas y de la acción para impo-
ner sanciones tributarias. En la misma línea se reduce
el plazo de prescripción del derecho a la devolución de
ingresos indebidos.

También con la finalidad de adecuación a la
Ley 1/1998, se mejoran las condiciones de las devo-
luciones tributarias, estableciendo la obligación de la
Administración de satisfacer el interés de demora tri-
butario; respecto de las tasas, precios públicos y con-
tribuciones especiales, se modifica la disposición que
fijaba para sus devoluciones el interés legal del dinero.

En relación al interés legal, en consonancia con la
normativa del Estado, se concreta la diferencia entre
el interés de demora exigible para las deudas tributarias
y el interés legal exigible para el resto de cantidades
adeudadas a la Hacienda Pública Regional. En concor-
dancia con lo dispuesto en la Ley General Tributaria,
se modifica la Ley de Tasas estableciéndose que se exi-
girá el interés de demora en los supuestos de fraccio-
namiento o aplazamiento de la deuda.

Con la finalidad de adecuar lo dispuesto en la Ley
de Hacienda a la última redacción de la Ley Orgánica
de Financiación de las Comunidades Autónomas, se
modifica el catálogo de derechos económicos de la
Hacienda Regional, introduciendo los recargos que
pudieran establecerse sobre los tributos del Estado.

También con la finalidad de adecuar la normativa
regional y la estatal, y evitar las diferencias de gestión
en el procedimiento recaudatorio, se suprime la certi-
ficación de descubierto como título ejecutivo, de acuerdo
con lo dispuesto en la última redacción de la Ley General
Tributaria.

De forma paralela a la modificación del texto refun-
dido de la Ley General Presupuestaria, realizada por la
Ley 66/1997, de Medidas Fiscales, Presupuestarias y
Administrativas, se introduce un nuevo artículo en la
Ley de Hacienda con la finalidad de conseguir una mayor
eficacia en la actuación de la Administración Regional,
en el que se regula el contenido y la tramitación de
las providencias y diligencias de embargo, mandamien-
tos de ejecución y actos de contenido análogo, dictados
por órganos judiciales o administrativos, en relación con
derechos de cobro que los particulares ostenten frente
a la Administración.

Finalmente, respecto a las modificaciones a la Ley
de Hacienda, se reconoce la naturaleza económico-ad-
ministrativa a las reclamaciones referidas a ingresos de
derecho público, con excepción de los tributos cedidos
y de los recargos establecidos sobre tributos del Estado,
no limitándose sólo a los tributos propios como dispone
la vigente Ley. Por otra parte, se mejora la regulación
de la Caja de Depósitos, facultando al Consejo de Gobier-
no para la aprobación de un Reglamento, de forma para-
lela a lo dispuesto en la Ley 42/1994, de Medidas Fis-
cales, Administrativas y de Orden Social.
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Respecto a las modificaciones a la Ley 13/1997, por
una parte se introduce un nuevo apartado al artícu-
lo 1, con la finalidad de adecuar el régimen de las deduc-
ciones de la cuota del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas a lo dispuesto con carácter general en
los artículos 80.uno y 81 de la Ley 18/1991. Por otra
parte, se modifica la redacción del segundo párrafo del
artículo 2, con la finalidad de concretar el tipo de vivien-
das de protección oficial a las que, dentro del Impuesto
de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados, les será de aplicación el tipo de gravamen
reducido.

Artículo 1. Modificaciones a la Ley 3/1990, de 5 de
abril, de Hacienda de la Región de Murcia.

1. Las disposiciones de la Ley 3/1990, de 5 de
abril, de Hacienda de la Región de Murcia, que se rela-
cionan a continuación, quedarán redactadas de la
siguiente forma:

Artículo 3, apartado 2.

«2. Las reclamaciones que se interpongan con-
tra los actos dictados por la Administración Regio-
nal en lo referente a ingresos de derecho público,
con excepción de los Tributos Cedidos y de los
recargos establecidos sobre Tributos del Estado,
tendrán naturaleza económico-administrativa, y su
conocimiento y resolución corresponde en única
instancia al Consejero de Economía y Hacienda,
que agotará, en todo caso, la vía económico-ad-
ministrativa».

Artículo 12, apartado d).

«d) Los ingresos procedentes de los recargos
que pudiesen establecerse sobre los tributos del
Estado susceptibles de cesión.»

Artículo 16, apartado 2.

«2. La administración de los tributos cedidos
por el Estado que, en su caso, asuma la Comunidad
Autónoma se ajustará a lo establecido en la Ley
que regule la cesión.

En cuanto a los demás ingresos de derecho públi-
co gestionados en la Comunidad Autónoma, ésta
tendrá las facultades derivadas de la delegación
que pueda recibir y, en todo caso, las de colabo-
ración que puedan establecerse.»

Artículo 18, apartado 2.

«2. El procedimiento de apremio se iniciará
mediante providencia notificada al deudor en la que
se identificará la deuda pendiente y requerirá para
que efectúe su pago con el recargo correspondien-
te. Esta providencia, expedida por el órgano com-
petente, es el título suficiente para iniciar el pro-
cedimiento de apremio y tiene la misma fuerza eje-
cutiva que la sentencia judicial para proceder contra
los bienes y derechos de los obligados al pago.»

Artículo 19.

«1. Las cantidades adeudadas a la Hacienda
Pública Regional devengarán intereses de demora
desde el día siguiente a su vencimiento.

2. Respecto a las deudas no tributarias, el tipo
de interés aplicable será el interés legal del dinero
vigente el día del vencimiento de la deuda, sin per-
juicio de lo establecido en Leyes especiales.

3. Para las deudas tributarias se aplicará el inte-
rés de demora, que será el interés legal del dinero
vigente a lo largo del período en el que aquél se
devengue, incrementado en un 25 por 100, salvo
que la Ley de Presupuestos Generales del Estado
establezca otro diferente, en cuyo caso se aplicará
este último.»

Artículo 20.

«1. Salvo lo establecido en las leyes regulado-
ras de los distintos recursos, prescribirá a los cinco
años el derecho de la Hacienda Pública Regional:

a) A reconocer o liquidar créditos a su favor,
contándose dicho plazo desde el día en que el dere-
cho pudo ejercitarse.

b) Al cobro de los créditos reconocidos o liqui-
dados, a contar desde la fecha de su notificación
o, si ésta no fuere preceptiva, desde su vencimiento.

2. No obstante lo dispuesto en el punto 1 ante-
rior, prescribirán a los cuatro años los siguientes
derechos y acciones:

a) El derecho de la Administración para deter-
minar la deuda tributaria mediante la oportuna
liquidación.

b) La acción para exigir el pago de las deudas
tributarias liquidadas.

c) La acción para imponer sanciones tributa-
rias.

3. La prescripción se aplicará de oficio, sin
necesidad de que la invoque o excepcione el sujeto
pasivo.

4. La prescripción regulada en los apartados
1 y 2 de este artículo quedará interrumpida por
cualquier acción administrativa realizada con cono-
cimiento formal del deudor y conducente al reco-
nocimiento, regularización, inspección, asegura-
miento, comprobación, liquidación o recaudación
de los derechos, así como por la interposición de
cualquier clase de reclamación o de recurso y por
cualquier actuación del deudor conducente al pago
o liquidación de la deuda.

5. Los derechos declarados prescritos serán
baja en las respectivas cuentas, previa tramitación
del oportuno expediente.

6. La declaración y exigencia de responsabi-
lidades a que, en su caso, haya lugar por la pres-
cripción de derechos de la Hacienda Regional, se
ajustará a lo establecido en el título V de esta Ley.

7. Se autoriza a la Consejería de Economía y
Hacienda para que pueda disponer la anulación y
baja en contabilidad de todas aquellas liquidaciones
de las que resulten deudas inferiores a la cuantía
que estime y fije como insuficiente para la cobertura
del coste que su exacción y recaudación represen-
ten.»

Artículo 23.

«1. Sin perjuicio de lo establecido en Leyes
especiales, si el pago de las obligaciones de la
Comunidad Autónoma o de sus organismos autó-
nomos no se hiciere efectivo dentro de los tres
meses siguientes al día de la notificación de la reso-
lución judicial o del reconocimiento de la obliga-
ción, habrá de abonarse sobre la cantidad debida
el interés señalado en el artículo 19.2 de esta Ley,
desde que el acreedor reclame por escrito el cum-
plimiento de la obligación.
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2. Los contribuyentes y sus herederos o cau-
sahabientes tendrán derecho a la devolución de
los ingresos que indebidamente hubieran realizado
en el Tesoro Público Regional con ocasión del pago
de las deudas tributarias, aplicándose a los mismos
el interés de demora regulado en el artículo 19.3
de esta Ley.»

Artículo 24.

«1. Salvo lo establecido por Leyes especiales,
prescribirán a los cinco años:

a) El derecho al reconocimiento o liquidación
por la Hacienda Pública Regional de toda obligación
que no se hubiese solicitado con la presentación
de los documentos justificativos. El plazo se contará
desde la fecha en que se concluyó el servicio o
la prestación determinante de la obligación.

b) El derecho a exigir el pago de las obliga-
ciones ya reconocidas o liquidadas, si no fuese
reclamado por los acreedores legítimos o sus dere-
chohabientes. El plazo se contará desde la fecha
de notificación del reconocimiento o liquidación de
la respectiva obligación.

2. No obstante lo dispuesto en el punto 1 ante-
rior, prescribirá a los cuatro años el derecho a la
devolución de ingresos indebidos y, en su caso,
a los intereses correspondientes. El plazo se contará
desde la fecha en que dicho ingreso hubiera sido
realizado.

3. La prescripción se interrumpirá conforme a
las disposiciones del Código Civil, quedando a salvo
lo que puede establecerse por Leyes especiales.

4. Las obligaciones que hayan prescrito serán
dadas de baja en las cuentas respectivas, previa
tramitación del expediente que corresponda, en el
cual, en todo caso, se da trámite de vista y ale-
gaciones a los acreedores afectados o a sus dere-
chohabientes.»

Artículo 35, apartado 8.

«8. Los compromisos de gastos de las infraes-
tructuras financiadas mediante la Ley 4/1997, de
24 de julio, podrán extenderse a tantos ejercicios
futuros como dure su financiación, sin que sea pre-
ciso iniciar su ejecución en el ejercicio corriente
o en los inmediatos siguientes.»

Artículo 66.

«1. Dependiente del Tesoro Público Regional
existirá una Caja de Depósitos en la que se con-
signarán las garantías que deban constituirse a
favor de:

a) La Administración de la Comunidad Autó-
noma, sus organismos autónomos y demás entes
de derecho público regional.

b) Otras administraciones públicas, siempre
que así se prevea mediante Convenio entre la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma y la Admi-
nistración correspondiente.

Asimismo, se constituirán en la Caja los depó-
sitos que se establezcan en virtud de normas espe-
ciales.

2. El Consejo de Gobierno aprobará un Regla-
mento de la Caja de Depósitos en el que se regu-
larán las modalidades de garantías y depósitos, los
requisitos de solvencia exigibles a cada fiador o
avalista según cada modalidad de garantía, los lími-

tes que, en su caso, puedan establecerse para evitar
la excesiva concentración de garantías otorgadas
a un mismo fiador, el procedimiento para la cons-
titución, cancelación e incautación de las garantías,
y, en su caso, la creación de sucursales depen-
dientes de la Caja de Depósitos.

3. Las cantidades depositadas se contabiliza-
rán como operaciones extrapresupuestarias y no
devengarán interés alguno.

4. Pertenecerán a la Comunidad los valores y
dinero constituidos en depósito, respecto de los
que no se haya practicado gestión alguna por los
interesados, encaminada al ejercicio de su derecho
de propiedad en el plazo de veinte años.»

2. Se añade un nuevo artículo a la Ley 3/1990,
de 5 de abril, de Hacienda de la Región de Murcia, con
el número 49 bis, que quedará redactado en los siguien-
tes términos:

«Artículo 49 bis.

Las providencias y diligencias de embargo, man-
damientos de ejecución y actos de contenido aná-
logo, dictados por órganos judiciales o administra-
tivos, en relación con derechos de cobro que los
particulares ostenten frente a la Administración
General de la Comunidad Autónoma, se comuni-
carán exclusivamente a la Dirección General de
Presupuestos y Finanzas, y contendrán necesaria-
mente:

La identificación del afectado, con expresión del
nombre o denominación social y su número de iden-
tificación fiscal.

El importe del embargo, ejecución o retención.
La singularización del derecho de cobro afec-

tado, con expresión del importe, órgano a quien
corresponde la propuesta de pago y obligación a
pagar.»

3. Se modifica la denominación de los capítulos I
y II del título I de la Ley 3/1990, de 5 de abril, de
Hacienda de la Región de Murcia, de forma que el capí-
tulo I pasará a denominarse «Derechos económicos de
la Hacienda Pública Regional», y el capítulo II pasará
a denominarse «Administración de los Derechos eco-
nómicos de la Hacienda Pública Regional.

Artículo 2. Modificaciones a la Ley 7/1997, de 29 de
octubre, de Tasas, Precios Públicos y Contribuciones
Especiales.

Las disposiciones de la Ley 7/1997, de 29 de octu-
bre, de Tasas, Precios Públicos y Contribuciones Espe-
ciales, que se relacionan a continuación, quedarán redac-
tadas de la siguiente forma:

Artículo 5.4.

«4. En los casos y en la forma que determine
la normativa recaudatoria, la Administración podrá
aplazar o fraccionar el pago de las deudas, siempre
que la situación económico-financiera del deudor
le impida, transitoriamente, hacer frente a su pago
en tiempo.

Las deudas aplazadas deberán garantizarse en
los términos previstos en la normativa recaudatoria,
excepto en los casos siguientes:

a) Cuando las deudas sean inferiores a las
cifras que fije el Consejero de Economía y Hacienda
en atención a la distinta naturaleza de las mismas.
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b) Cuando el deudor carezca de bienes sufi-
cientes para garantizar la deuda y la ejecución de
su patrimonio afectara sustancialmente al mante-
nimiento de la capacidad productiva y del nivel de
empleo de la actividad económica respectiva, o
bien produjera graves quebrantos para los intereses
de la Hacienda Pública.

Las cantidades aplazadas devengarán el interés
de demora regulado en el artículo 19.3 de la Ley
3/1990, de 5 de abril, de Hacienda de la Región
de Murcia, vigente a lo largo del período en el que
aquél se devengue.»

Artículo 6.5.

«5. Las cantidades que la Administración adeu-
de por ingresos indebidos devengarán el interés
de demora regulado en el artículo 19.3 de la Ley
3/1990, de 5 de abril, de Hacienda de la Región
de Murcia, vigente a lo largo del período en el que
aquél se devengue, a favor de los acreedores, por
el tiempo transcurrido desde la fecha de su ingreso
en la Hacienda hasta la de la resolución.»

Artículo 3. Modificaciones a la Ley 13/1997, de 23
de diciembre, de Medidas Fiscales, Presupuestarias
y Administrativas.

1. El último párrafo del artículo 1 de la Ley 13/1997,
de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, Presupues-
tarias y Administrativas, quedará encuadrado en un nue-
vo apartado, con el número tres, redactado en los siguien-
tes términos:

Artículo 1, apartado tres.

«Tres. Límite de las deducciones.

El límite conjunto de todas las deducciones,
incluidas las del tramo autonómico, es el estable-
cido en el artículo 80.1 de la Ley 18/1991.

Las deducciones establecidas en el apartado uno
del presente artículo requerirán que el importe com-
probado del patrimonio del sujeto pasivo, al finalizar
el período de la imposición, exceda del valor que
arrojase su comprobación al comienzo del mismo,
al menos, en la cuantía realizada, de acuerdo con
el artículo 81 de la Ley 18/1991.

Las demás deducciones cuya competencia nor-
mativa corresponde a la Comunidad Autónoma de
la Región de Murcia se regularán conforme a lo
previsto en la legislación estatal.»

2. Se modifica la redacción del segundo párrafo del
artículo 2 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, de
Medidas Fiscales, Presupuestarias y Administrativas, que
quedará redactado en los siguientes términos:

Artículo 2, segundo párrafo.

«El tipo de gravamen aplicable durante el ejer-
cicio de 1998 a la transmisión, constitución y
cesión de derechos reales, con exclusión de los
de garantía, de las viviendas calificadas adminis-
trativamente de protección oficial de régimen espe-
cial, será del 4 por 100.»

Disposición transitoria.

Los procedimientos tributarios ya iniciados antes de
la entrada en vigor de la presente Ley se regirán por
la normativa anterior hasta su conclusión.

Los hechos imponibles producidos con anterioridad
a la entrada en vigor de esta Ley se regirán por la nor-
mativa vigente en el momento de producirse el devengo
del tributo.

Disposición derogatoria.

Queda derogado el punto 3 de la disposición adicional
cuarta de la Ley 7/1997, de 29 de octubre, de Tasas,
Precios Públicos y Contribuciones Especiales.

Disposición final.

1. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el «Boletín Oficial de la Región
de Murcia».

2. La nueva redacción dada a los artículos 20.2 y
24.2 de la Ley 3/1990, de 5 de abril, de Hacienda de
la Región de Murcia, entrará en vigor el día 1 de enero
de 1999.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que
sea de aplicación esta Ley que la cumplan y a los Tri-
bunales y autoridades que correspondan que la hagan
cumplir.

Murcia, 4 de diciembre de 1998.

RAMÓN LUIS VALCÁRCEL SISO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Región de Murcia»
número 282, de 5 de diciembre de 1998)

5850 LEY 8/1998, de 4 de diciembre, de crédito
extraordinario para necesidades de gasto de
la Consejería de Economía y Hacienda y de
la Consejería de Industria, Trabajo y Turismo,
por importe de 71.263.000 pesetas.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de
Murcia que la Asamblea Regional ha aprobado la Ley
8/1998, de 4 de diciembre, de crédito extraordinario
para necesidades de gasto de la Consejería de Economía
y Hacienda y de la Consejería de Industria, Trabajo y
Turismo por importe de 71.263.000 pesetas.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30.dos del
Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo
y ordeno la publicación de la siguiente Ley:

Se ha recibido de la Dirección General de Turismo
memoria justificativa de la solicitud de un crédito extraor-
dinario con destino a la financiación de la puesta en
funcionamiento del Consorcio para el Desarrollo Turístico
y Cultural de Lorca y su Comarca, en virtud del acuerdo
adoptado por Consejo de Gobierno en su reunión cele-
brada el día 30 de julio de 1998, por el que esta Comu-
nidad Autónoma participaba en dicho Consorcio junto
con el excelentísimo Ayuntamiento de Lorca, la Cámara
de Comercio e Industria de Lorca y la Confederación
Comarcal de Organizaciones Empresariales de Lorca.

En el Convenio firmado al efecto se determina que
los gastos necesarios para el funcionamiento del Con-
sorcio serán aportados por la Comunidad Autónoma de
Murcia y el excelentísimo Ayuntamiento de Lorca, deter-
minando, la Dirección General de Turismo, a través de
la memoria presentada al efecto, que nuestra aportación


